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ERROR MÉDICO
Responsabilidad patrimonial de la administración 
sanitaria

jaime j. rodríguez cabrero. Área Jurídica Agencia Sanitaria Costa del Sol.

Normalmente, cuando acudimos a una cita con el doctor no tenemos sensación de estar tratando con la 
administración pública. Al igual que cuando sucede si vamos a la universidad; o si visitamos un museo o 
monumento; la idea que tenemos, cuando vamos al médico, no es la de acudir a un edificio puramente 
administrativo, con su burocracia, sus formularios, sus ventanillas y sus interminables colas… Bueno, 
aunque esto último puede ser más similar, dependiendo de la eficiencia del hospital al que nos dirijamos.

Sin embargo, el paciente, o usuario de los servicios sanitarios, es el sujeto de una relación administra-
tiva en la que, las reglas que rigen, poco tienen que ver con las que regulan las relaciones entre parti-
culares. Y esto es importante, especialmente, desde el punto de vista de la responsabilidad patrimonial, 
dado que, por sus características, el servicio que se presta en los centros sanitarios públicos tiene un 
alto riesgo de acabar con un resultado no satisfactorio para el usuario y, por lo tanto, es muy suscepti-
ble que éste interponga reclamaciones fundamentadas en algún tipo de error médico.

Las normas que regulan el régi-
men de responsabilidad de esta ac-
tividad no difieren de las que rigen 
la responsabilidad patrimonial ge-
neral. Sin embargo, existe una serie 
de peculiaridades en la prestación 
de servicios sanitarios que pueden 
plantear dudas jurídicas, tanto en 
la existencia, o no, de responsabi-
lidad; como en el procedimiento 
para solicitar la indemnización co-
rrespondiente.

¿cuándo puEdE EXistir 
rEsponsAbilidAd 
AdMinistrAtivA En 
cuEstionEs dE sErvicios 
sAnitArios?

El punto de partida de toda recla-
mación administrativa es un resultado 
dañoso, o perjudicial para el admi-
nistrado. En materia sanitaria, este 
resultado puede ser la ausencia de 
curación, una demora excesiva en la 
misma o la generación de un daño a 
partir de una situación en la que éste 
no era un resultado previsible. 

Lo primero que debemos conside-
rar son los distintos supuestos en que 
podemos solicitar la asistencia sani-
taria de carácter público y gratuito. 
Para ello debemos acudir a los anexos 
del Real Decreto 1030/2006, debida-
mente actualizados. Allí es donde en-
contraremos la cartera de servicios 
mínima que han de prestar los 

distintos servicios de salud auto-
nómicos a los ciudadanos. Es obli-
gación de la administración autonó-
mica prestar, con sus propios medios 
o mediante remisión a otros centros, 
los servicios sanitarios correspondien-
tes a todo beneficiario que requiera 
cualquiera de estos servicios médi-
cos catalogados. Deberemos tener en 
cuenta si la normativa autonómica 
establece servicios o derechos adi-
cionales, los cuales serán igualmente 
exigibles.

En este punto debemos destacar el 
inciso que hace el artículo 2.4 de esta 
norma “siempre que exista indica-
ción clínica y sanitaria para ello”. 
Por ello, no serán indemnizables su-
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puestos en los que un usuario exija 
un tratamiento para el que no haya 
indicación clínica, por ejemplo, trata-
mientos demasiado agresivos para el 
cuadro que presenta, anestesias cuan-
do no corresponde o el mantenimien-
to de un ingreso hospitalario cuando 
procede dar el alta al paciente.

Lex artis, protocolos y errores 
médicos

Sin embargo, aunque la prestación 
del servicio sanitario se rige por nor-
mas administrativas, estas normas 
no regulan cuándo podemos con-
siderar adecuada una actuación 
médica determinada. Como sabe-
mos, para que exista responsabilidad 
patrimonial, el daño sufrido ha de 
ser consecuencia del funcionamien-
to anormal de los servicios públi-
cos. En la administración sanitaria, 
este funcionamiento anormal puede 

legislación 

www.bdifusion.es

•	 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
(Normas Básicas. Marginal: 185). Arts.: 142.3, 142.5.

•	 Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas 
en Materia de Responsabilidad Patrimonial. (Legislación General. 
Marginal: 1257). Arts.: 11.2, 18.3.

•	 Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa. (Normas Básicas. Marginal: 139). Art. 42.

•	 Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se esta-
blece la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud 
y el procedimiento para su actualización. (Legislación General. Mar-
ginal: 60813). Art. 2.4.

•	 Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la auto-
nomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de in-
formación y documentación clínica. (Legislación General. Marginal: 
23202).
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“la responsabilidad de la administración 
surgirá si se incumple el deber de ésta de 
poner todos los medios exigibles para evitar 
el daño al paciente”

Régimen JURíDico 

•	 ley 30/1992, título X. Régimen general de responsabilidad patrimo-
nial de la administración.

•	 real decreto 429/1993. Desarrolla la Ley, y establece el procedi-
miento administrativo por el que se tramitan las reclamaciones.

•	 ley 29/1998. Esta ley, de la Jurisdicción Contencioso Administrati-
va, regula el procedimiento jurisdiccional al que acudirá el particular 
disconforme con la disposición administrativa que resuelva su recla-
mación.

•	 real decreto 1030/2006. Determina la cartera de servicios del Sis-
tema Nacional de Salud y el procedimiento para su actualización. 
Sus anexos son un catálogo de las prestaciones sanitarias que los 
usuarios pueden demandar.

•	 ley 41/2002. Regula la autonomía del paciente y sus derechos y 
obligaciones en materia de información y documentación clínica.

•	 legislación autonómica. Los servicios sanitarios están altamente 
descentralizados, siendo las comunidades autónomas las que asu-
men la mayor parte de las competencias, por ello,  hay que tener 
en cuenta las normas autonómicas correspondientes a efectos de 
derechos y servicios sanitarios complementarios así como de a quién 
le corresponde la legitimación pasiva.

•	 la resolución, de la dirección general de seguros y  fondos de pen-
siones, por la que se publican las cuantías de las indemnizaciones 
por muerte, lesiones permanentes e incapacidad temporal, del año 
en que se produjo el hecho dañoso.

•	 La prestación de servicios sanitarios supone una obligación de me-
dios. Su incumplimiento no depende de la consecución del resultado 
deseado, sino de que los profesionales hayan cumplido con lo previs-
to por la lex artis médica y los protocolos clínicos aplicables.

•	 Debe existir relación de causalidad entre la asistencia recibida y el 
daño causado. Pueden existir errores asistenciales que no hayan te-
nido influencia en el resultado.

•	 La ausencia de consentimiento informado, prestado por escrito o los 
defectos en la historia clínica, sólo son indemnizables cuando, real-
mente, suponen infracciones que han causado un daño efectivo.
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deberse a alguna de las siguientes 
causas: un diagnóstico tardío o 
incorrecto; la prescripción de un 
tratamiento inadecuado para la 
patología diagnosticada; o erro-
res, o demoras, en la ejecución 
del tratamiento prescrito. En este 
último pueden inscribirse casos tan 
comunes como un error en la medi-
cación administrada; o, tan mediáti-
cos, como un cirujano que ha olvida-
do un instrumento en el abdomen de 
un paciente, situaciones que, pese a 
ser poco habituales, también ocurren 
en la vida real.

La existencia, o no, de responsabi-
lidad, en estos casos, es complicada 
de dilucidar y, para encontrar la res-
puesta, no podemos acudir al derecho 
administrativo. Incluso las normas de 
derecho civil apenas tratan este tipo 
de temas. debido a su enorme ca-
suística, será en la jurisprudencia 
donde hallemos los criterios a 
aplicar en un caso concreto. Sin 
embargo, para evitar la inseguridad 
jurídica que esto supone, se ha ido 
creando una doctrina jurisprudencial 
de la que podemos obtener una serie 
de puntos a tener en cuenta.

Lo primero que debemos tener en 
cuenta es que los servicios médicos 
son una actividad de medios, en con-
traposición al concepto actividad de 
resultados. esto supone que no se 
puede exigir, a quien los presta, la 
consecución del resultado desea-
do, sino que el prestatario debe 
poner todos los medios disponi-
bles para conseguir el resultado. Por lo 
tanto, el hecho de que no obtengamos 
la curación, o el resultado deseado, no 
es, per se, causa de responsabilidad.

Cuando un paciente acude al mé-
dico presentando una patología o 
lesión, ésta causa un daño al pa-
ciente, el cuál tiene el deber de 
soportarla. La responsabilidad de la 
administración surgirá si se incumple 
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el deber de ésta de poner todos los 
medios exigibles para evitarlo.

Como en toda actividad de me-
dios, el problema es cómo valorar si 
se han utilizado los medios exigibles. 
Para ello, se debe acudir a la lex artis 
profesional, es decir, en el caso de la 
medicina, debemos determinar si la 
actuación del profesional en cues-
tión, se amolda a lo que la ciencia o la 
profesión médica consideran adecua-
do. En el caso del ámbito sanitario, 
disponemos de los llamados pro-
tocolos clínicos, que especifican 
y determinan en qué consiste la 
lex artis en un ámbito determina-
do. Pero además de estas pautas ge-
nerales, el profesional sanitario debe 
valorar las circunstancias concretas 
del cuadro clínico: la mayor o menor 
gravedad del paciente, sus caracte-
rísticas físicas, edad, sexo, antece-

dentes y demás datos que hacen que 
cada paciente sea un caso único, no 
siempre subsumible en un supuesto 

previsto en los protocolos. Por ello 
que su actuación ha de estar guiada 
por una aplicación individual de las 

JURisPRUDencia 
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•	 Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de enero de 2012. Nº Rec. 
7014/2010. Marginal: 2356705.

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de septiembre de 2011. Nº 
Rec. 4149/2007. Marginal: 2316002.

•	 Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, núm. 
1863/2011. Nº Rec. 1623/2007. Marginal: 2315875.

•	 Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de marzo de 2011. Nº Rec. 
5028/2006. Marginal: 2265168.

•	 Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid de 21 de abril de 
2010, núm. 195/2010. Nº Rec. 143/2009. Marginal: 2207125.
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normas de la medicina, siguiendo 
su criterio profesional. Aún siendo 
muy similares, podemos considerar 
a la lex artis como un concepto más 
amplio que los protocolos ya que, en 
ocasiones, no ajustarse a éstos, pue-
de significar cumplir con aquélla si la 
situación así lo requiere.

Como sabemos, la ciencia avanza 
muy rápidamente, además, frente a 
una situación concreta, pueden existir 
distintas actuaciones, todas ellas váli-
das y adecuadas. Los protocolos nor-
malmente se recogen en documentos 
que indican lo que un profesional 
debe hacer en determinadas situacio-
nes, en el ámbito de validez de esos 
protocolos. aunque el resultado fi-
nal no sea el esperado, en caso de 
que se cumplan sus indicaciones,  
se considerará que el profesional 
ha atendido la lex artis profesio-
nal y, por tanto, ha cumplido con 
dicha obligación de medios. 

Sin embargo, la medicina no es 
una ciencia exacta. Existen numero-
sos síntomas basados en apreciacio-
nes del profesional, hay infinidad de 
casos excepcionales, o supuestos en 
los que, con los datos disponibles, se 
pueden aplicar distintos tratamien-
tos, o diagnósticos, sin que a priori, 
se pueda determinar que uno es ade-
cuado y el otro erróneo. Por ello hay 
que considerar que, aunque conforme 
avanza la asistencia se dispone de más 
datos, hay que valorar que cada deci-
sión se ha tomado en unas circunstan-
cias y en un momento determinado. 

mención especial merece la 
actividad de los servicios de ur-
gencias. No podemos considerar que 
un profesional haya cometido un error 
médico con el diagnóstico o tratamien-
to, valorándolos según datos obtenidos 
posteriormente. En esta situación, se 
dispone de muy poca información y, en 
muchos casos, es el propio organismo 
del paciente el que no muestra, me-

Real DecReto 1030/2006, aRtícUlo 2.4. 

•	 Real Decreto 1030/2006, artículo 2.4.

•	 Los usuarios del Sistema Nacional de Salud tendrán acceso a la car-
tera de servicios comunes reconocida en este real decreto, siempre 
que exista una indicación clínica y sanitaria para ello, en condiciones 
de igualdad efectiva, al margen de que se disponga o no de una téc-
nica, tecnología o procedimiento en el ámbito geográfico en el que 
residan.

•	 Los servicios de salud que no puedan ofrecer alguna de las técnicas, 
tecnologías o procedimientos contemplados en esta cartera en su 
ámbito geográfico establecerán los mecanismos necesarios de cana-
lización y remisión de los usuarios que lo precisen al centro o servicio 
donde les pueda ser facilitado, en coordinación con el servicio de 
salud que lo proporcione.

•	 La prestación de servicios sanitarios supone una obligación de me-
dios. Su incumplimiento no depende de la consecución del resultado 
deseado, sino de que los profesionales hayan cumplido con lo previs-
to por la lex artis médica y los protocolos clínicos aplicables.

•	 Debe existir relación de causalidad entre la asistencia recibida y el 
daño causado. Pueden existir errores asistenciales que no hayan te-
nido influencia en el resultado.

•	 La ausencia de consentimiento informado, prestado por escrito o los 
defectos en la historia clínica, sólo son indemnizables cuando, real-
mente, suponen infracciones que han causado un daño efectivo.

dErEcho 
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diante síntomas, la verdadera magni-
tud de su patología. Por supuesto que 
existen protocolos a seguir en urgen-
cias, pero la finalidad de estos servicios 
es realizar un diagnóstico de emergen-
cia, evitando un daño inminente y, en 
su caso, derivando al paciente al ser-
vicio correspondiente. Sólo se podrá 
exigir responsabilidad patrimonial por 
error médico en caso de que haya un 
desvío de estos protocolos.

Por último, para considerar que un 
error médico da derecho a una indem-
nización, debe existir relación de 
causalidad entre aquél y el daño su-
frido. En ocasiones se producen erro-
res médicos que no tiene repercusión 
en el resultado final. Cualquier míni-
mo error, o una equivocación corregida 
a tiempo, no tienen por qué causar res-
ponsabilidad patrimonial si esto no ha 
supuesto un daño efectivo y con reper-
cusión en el resultado, independiente-
mente de que éste no sea el esperado.

Responsabilidad más allá 
de los errores médicos

un problema habitual de los ser-
vicios sanitarios públicos son las 
largas listas de espera a que han de 
enfrentarse los usuarios de los mismos. 
Los centros públicos, en general, no 
pueden competir con el sector privado 
en este aspecto, sin embargo, la existen-
cia de responsabilidad por este motivo 
es excepcional. para que pueda re-
conocerse, la demora debe haber 
sido la causa efectiva del daño. Por 
ejemplo, un retraso injustificado en la 
fecha de una intervención que ha im-
pedido que ésta se realice con éxito, sí 
sería indemnizable. No será indemniza-
ble si dicha demora no ha influido en el 
resultado de la intervención. Para evitar 
estos problemas, los servicios de admi-
sión cuentan con criterios por los que se 
otorga prioridad a los casos en los que 
el aspecto temporal puede causar ma-
yores perjuicios. Dado que los recursos 

disponibles son limitados, no podemos 
responsabilizar a los servicios sanitarios 
por las molestias que genera el período 
de espera en la atención sanitaria, salvo 
que ésta sea injustificada o se alargue, 
de forma anormal, más allá de lo admi-
sible en la práctica habitual.

Por último, si bien las normas ad-
ministrativas no recogen en qué con-
siste una adecuada práctica clínica, 
sí que existen determinados aspectos 
formales que los profesionales sani-
tarios han de cumplir para garantizar, 
tanto el derecho a la salud, como otros 
derechos fundamentales de los usua-
rios. Entre ellos podemos destacar el 
derecho de información y de decisión 
del paciente ante cualquier actuación 
médica, o más bien, su plasmación 
por escrito, el llamado documento 
de consentimiento informado.

Según la Ley 41/2002, para la rea-
lización de determinadas actuaciones, 
es preciso que el paciente, además de 
ser adecuadamente informado, firme 
un documento escrito en el que se es-
pecifique que consiente el tratamiento 
propuesto, y conoce las complicacio-
nes, riesgos y alternativas, entre otros 
datos que han de detallarse en el mis-

mo. En ocasiones, los abogados del 
reclamante se aferran a la ausencia de 
este documento, o a errores en otros de 
los que conforman la historia clínica 
del paciente. Sin embargo, retomando 
la idea previa, para que este tipo de 
errores sean indemnizables, debe 
existir algún tipo de daño efectivo 
derivado del mismo. El tratamiento 
propuesto por los médicos suele ser 
adecuado para obtener la curación del 
paciente y los riesgos existen indepen-
dientemente de que el paciente los 
conozca o no, por tanto, habría que 
demostrar qué tipo de daños se han 
derivado de la infracción. Sería admi-
sible que se solicitara indemnización 
en intervenciones de tipo no curativo, 
por ejemplo de cirugía estética, si de-
mostramos que, de haber conocido el 
riesgo, no habríamos consentido la in-
tervención. Su ausencia también pue-
de probar un daño efectivo en casos de 
índole moral, religiosa o ideológica, por 
ejemplo, un aborto para salvar la vida 
de la madre, o una intervención que, 
sin ser vital, requiera una transfusión 
de sangre y el paciente no haya sido in-
formado de tal circunstancia.

Aún así, todos ellos no dejan de ser 
casos extremos, más aún si tenemos en 

 
“En el caso del ámbito sanitario, 
disponemos de los protocolos clínicos, que 
especifican y determinan en qué consiste 
la lex artis en un ámbito determinado”

casos PRácticos 

www.ksolucion.es

•	 “Responsabilidad Patrimonial de la Administración. Solicitud de in-
demnización por actuación (sanitaria) negligente”. Caso nº 388.
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cuenta que la Ley, excluye los casos de 
urgencia, no siendo obligatoria la firma 
de documento alguno para intervenir, 
sin que esto excluya el consentimien-
to verbal cuando el paciente esté en 
condiciones de prestarlo. En defini-
tiva, aún en caso de que su ausencia 
sea indebida, es complicado que un 
error formal de este tipo, pueda 
tener como consecuencia un daño 
indemnizable, sin perjuicio de las 
responsabilidades de tipo disciplinario 
en que se puedan incurrir por incum-
plimiento de la normativa.

La misma regla podemos aplicar a 
la historia clínica, pero destacando 
que, por motivos obvios, es mucho 
más factible que un error en la histo-
ria clínica sí suponga una asistencia 
sanitaria deficitaria por falta de infor-
mación entre los mismos profesiona-
les que toman las decisiones.

procEdiMiEntos dE 
rEclAMAción

Una vez vistos los supuestos en 
los que se puede exigir responsabili-
dad patrimonial a la administración, 
es importante conocer cuáles son los 

pasos para hacerla efectiva. Dado que 
estamos hablando de administracio-
nes públicas, no podemos interponer 
una demanda directamente, sino que 
hay que reclamar, en primer lugar, a la 
propia administración.

Vía Administrativa

La reclamación en vía adminis-
trativa se inicia en un procedimien-
to que no difiere, en lo esencial de 
cualquier reclamación patrimonial a 
la administración. Su régimen gene-
ral se encuentra en la Ley 30/1992 y 
se desarrolla en el RD 429/1993. Sin 
perjuicio de ello, cada administración 
pública tiene unas normas específi-
cas sobre los distintos órganos com-
petentes, informes a solicitar u otras 
cuestiones incidentales que pueden 
plantearse durante el procedimiento.

prEsEntAción dE 
lA rEclAMAción

Lo primero que hemos de tener en 
cuenta a la hora de iniciar un proce-
dimiento de reclamación es cuál es 
la administración que ha presta-

do el servicio y cuál es el órgano 
competente para resolverla. Este 
órgano puede pertenecer a la misma 
administración o a otra distinta. Esto 
es importante porque, debido que a 
la multiplicación de administraciones 
públicas, actualmente, los servicios sa-
nitarios suelen ser prestados por orga-
nismos autónomos, agencias públicas 
u otras administraciones públicas con 
personalidad jurídica independiente 
de la administración de la comunidad 
autónoma. Tomando como ejemplo el 
caso de Andalucía, la mayor parte de 
los centros sanitarios públicos no de-
penden de la administración general 
de la comunidad autónoma, sino del 
Servicio Andaluz de Salud (SAS), un 
organismo autónomo que constituye 
una administración independiente. 
Igualmente, se están creando numero-
sas agencias públicas, cuyo objeto es la 
gestión de varios hospitales públicos. 
Éstas cuentan con una personalidad 
jurídica diferenciada, tanto del SAS 
como de la Administración General de 
la Junta de Andalucía. 

Otras comunidades han optado por 
diferentes fórmulas de descentraliza-
ción, colaboración o gestión mixta. 
Por lo tanto, el primer dato a tener en 
cuenta es la administración a la que 
imputamos el daño sufrido. Podemos 
dirigir la reclamación al órgano com-
petente de esta administración (nor-
malmente será el Director Gerente o 
Director General), que en cualquier 
caso será la que instruirá el procedi-
miento; o al órgano competente para 
resolver la reclamación que, por moti-
vos más políticos que administrativos, 
en ocasiones, es el Consejero de Sa-
lud de la comunidad autónoma, otor-
gando competencia para la resolución 
de un asunto a un órgano ajeno a la 
propia organización. La responsabili-
dad entre administraciones públicas 
es solidaria (artículo 18.3 del RD 
429/1993), por lo tanto, en caso de 
que existan varias administracio-
nes públicas implicadas, bastará 
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con dirigirse a la prestataria del 
servicio, la cual instruirá el proce-
dimiento de forma que exista una 
resolución única que abarque todas 
las cuestiones planteadas, previa au-
diencia de todas las participantes y sin 
perjuicio de que, en su caso, se reper-
cuta el pago sobre la administración 
cuyo funcionamiento causó el daño.

el plazo para presentar la re-
clamación sigue la regla general 
de un año (artículo 142.5 de la 
ley 30/1992) desde que tuvo lugar 
el servicio, desde que se produjo la 
curación o desde que pudieron fijar-
se secuelas definitivas. En vía admi-
nistrativa, la reclamación ha de pre-
sentarla el propio administrado. No 
obstante, éste puede someterse a 
las reglas de representación vá-
lidas en derecho. En caso de que, 
por facilitar la tramitación al cliente, 

un letrado desee actuar en nombre de 
aquél, podrá hacerlo probando dicho 
apoderamiento, pero será considera-
do como un mero representante, no 
como un abogado defensor.

el escrito de iniciación sigue 
la estructura de una reclamación 
administrativa habitual, la cual es 
muy flexible al igual que todo el pro-
cedimiento administrativo. Su conte-
nido mínimo se recoge en el artículo 
6.1 del reglamento. Según éste: “se 
deberán especificar las lesiones produ-

cidas, la presunta relación de causali-
dad entre éstas y el funcionamiento del 
servicio público, la evaluación econó-
mica de la responsabilidad patrimonial, 
si fuera posible, y el momento en que 
la lesión efectivamente se produjo, e irá 
acompañada de cuantas alegaciones, 
documentos e informaciones se estimen 
oportunos y de la proposición de prue-
ba, concretando los medios de que pre-
tenda valerse el reclamante.” En caso 
de que falte alguno de los elementos 
esenciales, el instructor solicitará su 
subsanación al reclamante. 

 
“para considerar que un error médico 
da derecho a una indemnización,  
debe existir relación de causalidad 
entre aquél y el daño sufrido”
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Uno de estos elementos fundamen-
tales es la evaluación económica 
del perjuicio sufrido. Como sabe-
mos, es muy complicado valorar un 
perjuicio consistente en un daño físico. 
Para ello, al igual que se hace en el ám-
bito civil, acudiremos  a la  resolución 
de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, utilizada para va-
lorar los daños en accidentes de tráfi-
co. Esta tabla contiene indemnización 
por muerte, por lesiones permanentes 
(secuelas) o por días de hospitalización 
y baja. Sin embargo, para aplicar esta 
tabla, hay que recordar que estamos 
hablando de responsabilidad en el ám-
bito sanitario y, en consecuencia, el 
reclamante sufre una patología previa 
que ya de por sí, causa un perjuicio. 
Por ello, en caso de existir responsabi-
lidad, sólo podremos reclamar aquélla 
que se derive del error médico, exclu-
yendo la parte que se refiera a los per-
juicios causados por la propia enferme-
dad causa de la asistencia sanitaria.

Para ilustrarlo con ejemplos pode-
mos decir que si un paciente se some-
te a una intervención que implica cin-
co días de postoperatorio, que además 
deja una cicatriz permanente, y debi-
do a un error médico, debe estar hos-
pitalizado quince días con una cicatriz 
mayor, en caso de resultar probado el 
error médico, la indemnización habrá 
que calcularla sobre los diez días extra 
de hospitalización y la nueva cicatriz, 
en la parte que sea consecuencia de 
la nueva intervención, la infección o 
cualquiera que sea la causa del error. 
En otro ejemplo podemos describir 

una enfermedad con alto riesgo de 
muerte, por ejemplo un cáncer. Existe 
un error médico y el resultado es del 
fallecimiento del paciente. En caso 
de admitirse la responsabilidad, debe-
mos valorar cuál es el riesgo de muer-
te que estadísticamente tiene esa 
enfermedad en el estado de avance 
y condiciones de quien lo sufre. Por 
ejemplo, si la expectativa de curación 
del paciente en concreto era del 50%, 
la indemnización será reducida en esa 
proporción, porque el error médico 
tuvo un resultado mortal, pero el pa-
ciente tenía un 50% de posibilidades 
de morir, aún en el caso de que no 
existiera ningún error. No se indemni-
za el resultado de muerte, el cuál era 
probable que se produjera en cual-
quier caso, sino la disminución de la 
expectativa de curación del paciente.

Por último, para justificar la rela-
ción de causalidad entre el daño y el 
servicio sanitario, el elemento pro-
batorio más contundente, será 
un dictamen médico firmado por 
un especialista que sustente nuestra 
postura, dado que los razonamientos 
médicos o los párrafos de literatura 
médica que puede aportar el recla-
mante, rara vez van a poder contra-
decir lo que un profesional realizó en 
unas circunstancias concretas. Dicho 
dictamen, además del error médico y 
la relación de causalidad deberá justi-
ficar la valoración económica del per-
juicio sufrido determinando, según la 
mencionada resolución, los puntos de 
secuelas causados o días de baja que 
causó la defectuosa asistencia sanita-

ria por encima de lo que habría sido 
admisible en una asistencia adecuada.

instrucción dEl 
procEdiMiEnto y rEsolución 
(cApítulo 2 dEl rd 429/1993)

Independientemente de la docu-
mentación aportada, una vez iniciado 
el procedimiento, el instructor solicita-
rá todo tipo de informes y dictámenes 
para determinar si la actuación de los 
profesionales fue adecuada a los pro-
tocolos y a la lex artis y se practicarán 
las pruebas admitidas. Normalmente, 
se suelen admitir todo tipo de alega-
ciones o documentos aportados por el 
reclamante en escritos posteriores a la 
iniciación. En función de la normativa 
autonómica, es habitual que uno de los 
últimos actos de la instrucción consis-
ta en un dictamen pericial en el que, 
un inspector médico o algún experto 
o perito independiente que analice 
todos los documentos obrantes y con-
sidere si existe algún error o práctica 
médica que haya sido causa del daño 
reclamado.

Puede que, de cualquiera de esos 
informes o documentos se deduzca 
que es obvio que se ha produci-
do un error médico del cual ha 
resultado un daño. Por ello, se prevé 
que, en cualquier momento anterior 
al trámite de audiencia y a la vista de 
todas las actuaciones obrantes en el 
expediente, si el instructor entiende 
que son claras las causas del daño y 
su valoración, podrá reconducir el 
procedimiento a un procedimien-
to abreviado (Capítulo 3 del rd 
429/1993) en el que, tras oír al in-
teresado, le propondrá un acuerdo 
indemnizatorio. Del mismo modo, el 
reglamento también prevé una forma 
de terminación del procedimiento por 
medio de un acuerdo indemniza-
torio similar (artículo 11.2 del 
rd 429/1993), sin necesidad de 
reconducción a procedimiento 

 
“para justificar la relación de causalidad 
entre el daño y el servicio sanitario, 
el elemento probatorio más contundente, 
será un dictamen médico firmado
por un especialista”
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abreviado y con menos trámites que 
este último. Durante el trámite de au-
diencia, será el reclamante quien pue-
da proponer acuerdo indemnizatorio a 
la administración.

Una vez finalizadas todas las ac-
tuaciones, se abrirá el trámite de 
audiencia (artículo 11 del regla-
mento) en el que el instructor notifi-
cará al reclamante un listado con los 
documentos obrantes en el expedien-
te, concediéndole un plazo para que 
solicite los que sean de su interés y 
realice las  alegaciones que considere 
oportunas. Tras ello, el instructor, va-
lorando todo lo actuado, emitirá una 
propuesta de resolución para el ór-
gano competente que, en caso de ser 
favorable al interesado incluirá una 
valoración económica del perjuicio 
causado.

Es posible que, con carácter pre-
vio, el consejo consultivo de la co-
munidad autónoma o, en su defecto, 
el Consejo de Estado haya de emitir 
un dictamen previo a la resolución si 
así lo requiere su normativa (artículo 
12 del Reglamento). En caso de exis-
tir un consejo consultivo autonómico, 
su normativa establecerá en qué su-

puestos habrá de emitir dictamen. De 
no existir este órgano en la comuni-
dad autónoma, será necesario recabar 
dictamen del Consejo de Estado si la 
reclamación supera los 50.000€ (artí-
culo 142.3 de la Ley 30/1992).

Una vez realizados todos estos 
trámites, corresponde que el órgano 
competente emita resolución deter-
minando si existe o no responsabi-
lidad y, en su caso, la cuantía de la 
misma. Este órgano, normalmente 
será el Consejero de Salud, el Con-
sejero de Sanidad, o el Director del 
servicio autonómico de salud que 
gestione el centro sanitario en cues-
tión. El plazo de resolución es de 
seis meses desde la iniciación del 
procedimiento (artículo 13.3 del 
reglamento). De no emitirse en este 
plazo, el silencio administrativo se 
entiende en sentido negativo.

Vía Contencioso-administrativa 
(Ley 29/1998, de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa)

En caso de no obtener un resultado 
acorde con los intereses del reclaman-
te, hemos de acudir a la vía judicial, 

presentando una demanda frente a la 
resolución obtenida. Esta situación 
puede darse si se considera que no 
existe responsabilidad o si existiendo 
responsabilidad, la estimación del per-
juicio causado no es acorde con nues-
tra valoración. 

El plazo aplicable para interponer 
el recurso será el genérico de dos 
meses en caso de  resolución expre-
sa, o de seis meses si la negativa es 
por silencio administrativo (artículo 
42). Sin embargo, en caso de deses-
timación por silencio, la recomenda-
ción siempre ha de ser la de esperar 
a la resolución expresa, dado que la 
administración está obligada a emitir 
resolución. En ocasiones, aún con el 
retraso, el resultado podría ser positi-
vo y, en cualquier caso, una vez noti-
ficada ésta, contaremos con un nuevo 
plazo de dos meses para su impugna-
ción judicial. si recurrimos un acto 
presunto y la sentencia judicial es 
desestimatoria, la resolución ex-
presa, en caso de producirse, será 
en el mismo sentido.

En cuanto a la legitimación pa-
siva, recordar la idea apuntada ante-
riormente de que hay que demandar 
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a la administración que efectiva-
mente prestó el servicio sanitario, 
así como a la compañía aseguradora 
que deba asumir el pago de la indem-
nización, en caso de que sea estima-
da la demanda. Normalmente, en vía 
administrativa, si existe error en la 
administración a la que se dirige, ésta 
misma remitirá la reclamación al órga-
no competente. Sin embargo, en vía 
contencioso administrativa, esto 
puede acarrear mayores proble-
mas debido a la falta de legitima-
ción pasiva de la administración de-
mandada. Por ejemplo, la Sentencia 
de 5 de noviembre de 2009 de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo 

del TSJ de Andalucía desestima una 
demanda interpuesta contra el SAS, 
porque el hospital donde se prestó el 
servicio sanitario no dependía de este 
organismo, sino de la Empresa Pú-
blica Sanitaria Hospital Alto Guadal-
quivir. En un procedimiento adminis-
trativo, no se exige al ciudadano que 
conozca el entramado burocrático de 
las distintas administraciones, pero, 
dado que el procedimiento judicial re-
quiere asistencia letrada, en este ám-
bito, los requisitos formales de la le-
gitimación pasiva son más exigentes. 

Además, podemos hacer las con-
sideraciones genéricas de cualquier 

procedimiento contencioso como que, 
al realizar la demanda, el demandan-
te no está vinculado por la reclama-
ción administrativa previa en aspectos 
como los razonamientos jurídicos, 
documentos, dictámenes periciales o 
testigos propuestos. Sin embargo, sí 
estaría vinculado con respecto a los 
hechos objeto de la reclamación y las 
pretensiones. Por lo demás, aún en 
el ámbito sanitario, el procedimiento 
judicial implica todas aquellas espe-
cialidades que las que hemos de tener 
en cuenta durante el procedimiento 
administrativo. 

En definitiva, hemos de concluir 
que, si bien, la responsabilidad pa-
trimonial de la administración en el 
ámbito sanitario se rige por el pro-
cedimiento común, la materia sobre 
la que versa y el modo de probar la 
relación de causalidad implica una 
serie de peculiaridades que debemos 
tener en cuenta para obtener una re-
solución acorde con nuestras expec-
tativas. 

 
“si recurrimos un acto presunto y la 
sentencia judicial es desestimatoria, la 
resolución expresa, en caso de producirse, 
será en el mismo sentido”
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al Consejero de salud de la Comunidad autónoma

(Nombre del abogado que actúa como representante), actuando en nombre y representación de (nombre 
del reclamante), como se deriva del poder notarial aportado como documento número 1, por medio del 
presente escrito interpone reclamación de responsabilidad patrimonial frente al (nombre de la administra-
ción, organismo o agencia que haya prestado el servicio causante del daño), por los daños causados a mi 
representado en la asistencia sanitaria recibida en base a las siguientes

alegaCiones:

primera. El día 1 de enero de XXX, mi representado se encontraba en su domicilio cuando comenzó a en-
contrarse mal, por lo que acudió a los servicios de urgencias del Hospital Clínico. Allí, tras una exploración, le 
diagnosticaron una enfermedad gástrica y le prescribieron el tratamiento que se recoge en las hojas correspon-
dientes a su historia clínica, que aportamos como documento número 2.

segunda. Pasada una semana y al ver que el dolor no remitía, acudió nuevamente a urgencias del mismo hos-
pital. Tras hacerle unas pruebas radiológicas, los médicos descubrieron que existía una importante inflamación en 
el bazo, por lo que decidieron realizar una intervención quirúrgica de urgencia. En dicha intervención se procede 
a la extirpación del bazo, requiriendo el paciente, una hospitalización de cinco días y otros diez de reposo en su 
casa, quedando, igualmente, una cicatriz permanente en su abdomen.

terCera. Tras consultar a un especialista, consideramos que se ha producido un error médico, ya que, con los 
síntomas que presentaba mi representado la primera vez que acudió a urgencias, los protocolos clínicos indican 
la necesidad de realizar una prueba diagnóstica radiológica para descartar ciertas patologías. Este error médico 
supone un funcionamiento anormal de la administración.

La ausencia de esta prueba radiológica impidió diagnosticar la enfermedad en un estadio inicial por lo 
que la inflamación continuó avanzando. Cuando se realiza la segunda asistencia en urgencias, sí se realiza 
un TAC abdominal, pero dado el avance de la inflamación, la única solución fue extirpar el bazo, lo cual 
supone un daño o perjuicio que mi representado no tiene obligación de soportar. Todas estas conside-
raciones se recogen en el dictamen médico firmado por el especialista D. (nombre) que adjuntamos como 
documento número 3.

Cuarta. Consideramos que, según se deduce del dictamen presentado, existe relación de causali-
dad entre el perjuicio sufrido y el funcionamiento de los servicios públicos, ya que, de haberse realizado 
la radiografía que indican los protocolos, se habría podido diagnosticar precozmente la enfermedad, y 
tratar farmacológicamente, evitando así la intervención quirúrgica, la extirpación y todos los perjuicios 
que acarreó.

quinta. En el dictamen médico aportado se recoge que, de haberse realizado un diagnóstico precoz, el paciente 
se habría recuperado en un plazo de cuatro días, sin necesidad de intervención quirúrgica ni hospitalización. Igual-
mente se valora la extirpación del bazo y la cicatriz consecuencia de la intervención con 25 puntos. Por lo tanto, la 

ModElo dE rEclAMAción pAtriMoniAl
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evaluación económica del daño, según la Resolución de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones 
para año XXX es la siguiente:

  5 días de hospitalización………………. XXX€
  6 días impeditivos……………………....XXX€

(La recuperación real fue de 5 días de hospitalización y 10 días de recuperación, dado que la enfermedad, de haber 
sido diagnosticada a tiempo, habría requerido, tan solo, 4 días de recuperación en casa, es decir, días impeditivos, 
el perjucio que se deriva del error médico es el indicado).

  25 puntos de secuelas…………………....  XXX€.
  total…………………………………...xxx€.

A esta cifra habrá que aplicarle el interés legal correspondiente desde el año XXX hasta la actualidad.

Por lo expuesto,

soliCito al Consejero de Salud de la Comunidad Autónoma (o al órgano competente para resolver los 
procedimientos de responsabilidad patrimonial de la administración que causó el daño) que se tenga por in-
terpuesta la presente reclamación y, tras realizar la instrucción correspondiente se declare la responsabilidad 
patrimonial de la administración que gestiona el Hospital Clínico, valorando el perjuicio causado en XXX€.

igualmente, soliCito que tengan por propuestas como pruebas para el periodo correspondiente la do-
cumentación adjunta con esta reclamación como prueba documental; un informe solicitado al responsable 
de los servicios de urgencias, como más documental; y la testifical consistente en la declaración del doctor 
que atendió a mi representado en la primera asistencia (según el procedimiento de instrucción que se siga, 
la prueba se propone en un escrito posterior a la iniciación, cuando el instructor comunica la apertura del 
periodo de prueba, pero no está de más anunciarlo en el escrito de iniciación).

En (municipio del órgano en que se presenta la reclamación), a (fecha).

 
Firma.




